
INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA,  FOMENTO Y DESARROLLO
RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.628,  SOBRE
PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL, PARA GARANTIZAR
QUE  LA  INFORMACIÓN  ENTREGADA  A  TRAVÉS  DE  PREDICTORES  DE
RIESGO (RANKING), SEA EXACTA, ACTUALIZADA Y VERAZ.

BOLETÍN Nº 6800-03-11

_________________________________________________________________

HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Economía,  Fomento  y  Desarrollo
pasa a informar el proyecto de ley, de origen en una moción de las Diputadas
señoras  Carolina  Goic  y  María  Antonieta  Saa  y  de  los  Diputados  señores
Eugenio Tuma, Felipe Harboe, Jorge Burgos, Guillermo Ceroni,  Marcelo Díaz,
Ramón Farías y Alberto Robles, que se individualiza en el epígrafe, en primer
trámite constitucional y reglamentario, con urgencia calificada de “suma”. 

I.- CONSTANCIAS PREVIAS.

1.-  IDEA  MATRIZ  O  FUNDAMENTAL  DEL
PROYECTO.

Modificar  la  ley  N°  19.628,  sobre  Protección  de la
Vida  Privada,  con el  objeto  de  garantizar  que  la  información  contenida  en los
predictores de riesgo comercial sea objetiva, esto es, exacta, actualizada y veraz.

2.-  NORMAS  DE  CARÁCTER  ORGÁNICO
CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

No contiene normas con ese carácter.

3.- TRÁMITE DE HACIENDA.

No requiere de dicho trámite. 

4.-  EL  PROYECTO  FUE  APROBADO,  EN
GENERAL, POR UNANIMIDAD.

VOTARON A FAVOR LOS DIPUTADOS SEÑORES
GONZALO  ARENAS  (PRESIDENTE),  MARCELO  DÍAZ,  CARLOS  ABEL
JARPA, JOSÉ MIGUEL ORTIZ, EUGENIO TUMA Y PATRICIO VALLESPÍN.

5.-  SE  DESIGNÓ  DIPUTADO  INFORMANTE  AL
SEÑOR EUGENIO TUMA ZEDÁN.

**********

La Comisión contó con la asistencia y colaboración
de doña Consuelo Espinoza, asesora de la Subsecretaría de Hacienda y don Pablo
Arriagada, abogado asesor del Ministerio de Hacienda.

1 La tramitación completa de esta moción se encuentra disponible en la página web de la Cámara
de Diputados:  http://www.camara.cl/pley/pley_buscador.aspx

http://www.camara.cl/pley/pley_buscador.aspx


II.- ANTECEDENTES.-

Relatan los patrocinantes de esta iniciativa que en
agosto del año 1999, luego de seis años de ardua discusión parlamentaria, fue
publicada  en el  Diario  Oficial  la  ley  N° 19.628,  sobre protección de datos de
carácter personal o protección de la vida privada, mas conocida como ley Dicom.

La referida legislación, tal como su denominación lo
indica,  consignó  un  marco  normativo  claro  y  preciso,  estableciendo  -
básicamente- quiénes pueden hacer pública determinada información, cuál es la
información  que  requiere  autorización  de  su  titular  para  ser  publicada  y  qué
información es pública y en consecuencia no requiere autorización del titular para
su difusión, además de establecer plazos y procedimientos para la publicación de
información vigente y caduca.

La ley Dicom, conocida de ésta manera por regular
la  actividad  de  una  de  las  más  grandes  y  principales  empresas  del  país
dedicadas al tratamiento de datos de carácter personal, se estructura sobre la
base de conceptos cuya definición ha dado la misma ley. En efecto, y tal como
ocurre con la ley de protección al  consumidor,  el  legislador ha optado,  en su
artículo 2°, por definir las palabras que utiliza, de manera que sus normas deben
ser  entendidas  e  interpretadas  atendiendo  a  tales  conceptos,  según  lo
establecido en el artículo 20 del Código Civil, que establece que las palabras de
la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las
mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para
ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal."  

Agregan que si se analizan las normas sustantivas
de la ley, contenidas en su título I, (arts. 4° al 11) que trata de la utilización de los
datos personales, a la luz de las definiciones del título preliminar (arts. 1° al 3°)
sólo  cabe  la  posibilidad  de  entender  que  el  tratamiento  y  publicación  de
información es únicamente de datos personales,  es decir  -según la  definición
legal-  los relativos a cualquier  información concerniente a personas naturales,
identificadas o identificables.

La amplitud de la definición de "datos personales", -
cualquier información- ha permitido a las empresas que realizan tratamiento de
datos,  incorporar  dentro  de  éstos,  aquellos  referidos  a  las  consultas  sobre
información de que son objeto los titulares de los datos. De esta manera, si los
datos de una persona son consultados,  tal  consulta es considerada un nuevo
dato que pasa a formar parte de la información de la persona.

Las  empresas  que  realizan  tratamiento  de  datos
construyen, a partir de la información recolectada, los denominados predictores,
ranking o score, que como su nombre lo indica, son instrumentos que permiten
predecir el comportamiento futuro, por ejemplo, de un consumidor, sobre la base
de  su  historial  de  comportamiento  anterior,  considerando  además  su  nivel
educativo,  su  patrimonio,  nivel  de  ingresos  y  endeudamiento,  entre  otras
variables, dentro de las que además es considerada la cantidad de veces que
terceros han consultado por su información.

En  el  caso  particular  de  la  empresa  DICOM,  el
predictor establece un nivel de riesgo en razón de 3 factores principales, a saber
número de  protestos  que  posee  la  persona,  el  número de  morosidades  y  el
número de consultas de sus antecedentes que se han realizado a Dicom sobre
dicha persona. Este predictor se gradúa entre 0 y 1000 puntos, siendo 0 el más
riesgoso y 1.000 el menos riesgoso.
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Es posible  que una persona que jamás ha tenido
morosidades ni protestos de ningún tipo, sea calificada en nivel de riesgo alto,
(325  puntos,  en  el  predictor  de  Dicom)  por  el  sólo  hecho  de  ser  motivo  de
consultas por terceros.

El artículo 9° de la ley N° 19.628 establece que la
información recolectada o aquella proveniente de fuentes accesibles al público,
debe ser exacta, actualizada y responder con veracidad a la situación real del
titular  de  los  datos,  prescripción  legal  que  claramente  se  ve  alterada  si  se
considera  para  la  elaboración  de  un  ranking  u  predictor  de  riesgo,  un  factor
absolutamente ajeno al comportamiento o voluntad del titular.

Por  su  parte,  la  información  sobre  consultas,
claramente  no  es  de  aquella  calificada  como  información  pública,  y  en
consecuencia sólo podría ser utilizada en la medida que el titular lo autorizara
expresamente. En efecto, conforme a lo establecido en el artículo 4° de la ley N°
19.628, sólo puede ser objeto de tratamiento, aquella información expresamente
autorizada, ya sea por el titular de los datos o por la ley. La disposición legal
establece que "no requiere autorización el tratamiento de datos personales que
provengan o que se recolecten de fuentes accesibles al público, cuando sean de
carácter económico, financiero, bancario o comercial, se contengan en listados
relativos a una categoría de personas que se limiten a indicar antecedentes tales
como la  pertenencia  del  individuo  a  ese grupo,  su  profesión  o  actividad,  sus
títulos  educativos,  dirección  o  fecha  de  nacimiento,  o  sean  necesarios  para
comunicaciones  comerciales  de  respuesta  directa  o  comercialización  o  venta
directa de bienes o servicios." de manera que, si las personas no han autorizado
expresamente  a  Dicom  para  que  utilice  los  datos  relativos  a  la  cantidad  de
personas o veces que ha consultado sobre sus antecedentes, el tratamiento de
estos datos vulnera las normas del  artículo 4 de la  ley N° 19.628,  siendo en
consecuencia un acto ilegal.

Precisan  que  la  situación  planteada,  además  de
injusta,  por  no  corresponder  a  hechos  imputables  al  titular  de  los  datos,
constituye  una  alteración  de  la  realidad,  pues  muchas  personas  honestas  y
trabajadoras,  que  ejerciendo  el  legítimo  derecho  de  cotizar,  por  ejemplo,  un
crédito hipotecario o de consumo con distintas entidades bancarias o financieras,
incrementarán su riesgo, cada vez que estas entidades realicen las consultas,
con las nefastas consecuencias para sus finanzas particulares, por negárseles
los créditos u obtenerlos con tasas más altas, atendido el riesgo que representan
para el sistema financiero, según el predictor de Dicom.

Incluso más, bien podría utilizarse esta herramienta
de  consulta  para  perjudicar  el  crédito  o  fama  de  cualquier  persona,
especialmente  la  de  aquellas  que  realizan  o  ejercen  funciones  públicas.  Un
ministro de Estado, un juez de la República, un jefe de servicio, un parlamentario,
un  dirigente  o  representante  empresarial  podría  caer  víctima  de  estos
predictores,  y  en  consecuencia  del  escarnio  público,  si  algún  inescrupuloso
consultara sólo 20 veces los antecedentes de esa persona, la que aparecería
como riesgoso económicamente.

Se preguntan qué riesgo puede representar alguien
quien  no  teniendo  nunca  un  protesto  ni  morosidad  alguna,  sólo  ha  sido
consultado por  terceras personas Esta situación afecta a miles  o millones de
personas honestas, esforzadas, micro o pequeñas empresas, cuya subsistencia
depende de su capacidad crediticia, y que este tipo de información antojadiza e
irrelevante, puede marcar la diferencia entre el empleo o la cesantía, entre el
emprendimiento o la frustración.
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Sin perjuicio del actuar ilegal y arbitrario por parte
de, a lo menos, la empresa Dicom, que utiliza para el tratamiento de los datos
información  con  respecto  a  la  cual  no  está  autorizada  por  la  ley,  ni  por  los
titulares  de  los  datos,  indican  que  les  parece  necesario  reforzar  las
prescripciones de la ley 19.628, de manera que, ni aún con el consentimiento del
titular,  las  empresas o  persona que realizan  tratamiento  de datos personales
puedan utilizar en la elaboración de sus predictores, la información acerca de las
consultas que han realizado terceros sobre los datos de una persona.

DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO.

Consta de un artículo único, que modifica la ley N°
N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, con el objeto de garantizar que la
información contenida en los predictores de riesgo comercial sea objetiva, esto
es, exacta, actualizada y veraz.

**********

III.- DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

A) DISCUSIÓN GENERAL.

Teniendo en vista las consideraciones y argumentos
contenidos en la moción, los señores Diputados fueron de parecer de aprobar la
idea  de  legislar  sobre  la  materia.   En  efecto,  las  empresas  que  realizan
tratamiento de datos incorporan dentro  de éstos los referidos  a las  consultas
sobre información de que son objeto los titulares de los datos. De manera que si
los datos de una persona son consultados, tal consulta es considerada un nuevo
dato que pasa a formar parte de la información de la persona. Las empresas
construyen, a partir de la información recolectada, los denominados predictores,
ranking o score, que son instrumentos que permiten predecir el comportamiento
futuro  de  un  consumidor,  sobre  la  base  de  su  historial  de  comportamiento
anterior.  Se  considera,  además,  su  nivel  educativo,  su  patrimonio,  nivel  de
ingresos y endeudamiento, entre otras variables, dentro de las que se cuenta la
cantidad de veces que terceros han consultado por su información. Se consideró
que  la  situación  planteada  es  por  cierto  injusta,  ya  que  muchas  personas
honestas y trabajadoras, que ejerciendo el legítimo derecho de cotizar un crédito
hipotecario o de consumo con distintas entidades bancarias o financieras, verán
incrementado su riesgo, cada vez que éstas realicen sus consultas; con nefastas
consecuencias  para  sus  finanzas  particulares,  por  negárseles  los  créditos  u
obtenerlos  con  tasas  más  altas,  atendido  el  riesgo  que  representan  para  el
sistema financiero, según el predictor de Dicom.

Puesta en votación general  la  idea de legislar,  se
APRUEBA por unanimidad.

B) DISCUSIÓN PARTICULAR.

El  artículo  único,  que  prohíbe  la  confección  de
predictores  o  rankings  de  riesgo  comercial  que  no  se  basen  en  información
objetiva  referida  sólo  a  morosidad  o  protestos  de  las  personas  naturales  o
jurídicas y que establece como sanción por incumplimiento de esta disposición la
eliminación de esa información, fue objeto de una indicación sustitutiva, aprobada
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por unanimidad,  de los Diputados señores Arenas,  Jarpa,  Díaz,  don Marcelo,
Harboe,  Ortiz,  Tuma  y  Vallespín,  que  prohíbe  en  forma  expresa  y  clara  la
realización de ranking o predictores de riesgo comercial que sean basados en
variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos
en  un  registro  o  banco  de  datos  asociados  a  una  determinada  persona,
incluyéndose en tal prohibición la entrega a terceros de la información relativa al
número  de  consultas  de  sus  datos,  considerándose,  a  modo  de  sanción,  la
eliminación inmediata de dicha información, sin perjuicio de las responsabilidades
civiles que el afectado pueda hacer efectivas.

Votaron a favor los Diputados señores Arenas, Díaz,
don Marcelo; Jarpa, Ortiz, Tuma y Vallespin.

**********

C) ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS
POR LA COMISIÓN.

Artículo único de la moción

ARTÍCULO  ÚNICO:  agregase  el  siguiente  inciso
final  al  artículo  9°  de  la  ley  19.628:  "Prohíbase  la  realización  de  ranking  o
predictores de riesgo comercial  que no sean basados en información objetiva
relativa a las morosidades o protestos de las personas naturales o jurídicas de
las  cuales  se  informa.  Dichos  predictores  o  ranking  de  riesgo  no  podrán
incorporar variables distintas de las anteriores. Su infracción será sancionada con
la  eliminación  inmediata  de  dicha  información,  sin  perjuicio  de  las
responsabilidades civiles que demande el afectado al representante legal de la
empresa que los realice”.

D) INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

No hubo.

**********

Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y
por las otras consideraciones que en su oportunidad dará a conocer el  señor
Diputado  Informante,  la  Comisión  de  Economía,  Fomento  y  Desarrollo
recomienda aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcese en el artículo 9º de la
ley  N°  19.628,  sobre  Protección  de  la  Vida  Privada,  el  siguiente  inciso  final,
nuevo:

“Prohíbese la realización de ranking o predictores de
riesgo  comercial  que  sean  basados  en  variables  relativas  a  la  frecuencia  de
consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos
asociados a una determinada persona, incluyéndose en tal prohibición la entrega
a terceros de la información relativa al número de consultas de sus datos. La
infracción a estas prohibiciones dará derecho al titular de los datos a solicitar, a
costo del infractor, la eliminación inmediata de dicha información, sin perjuicio de
las responsabilidades civiles que el afectado pueda hacer efectivas en contra del
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que realice dichos ranking o predictores de riesgo comercial, o informe a terceros
la cantidad de consultas de sus datos personales.”.”.

**********

Sala de la Comisión, a 06 de enero de 2010.

Tratado y acordado en sesión de fechas 05 de enero de 2010, con asistencia de
los Diputados señores Gonzalo Arenas (Presidente), Marcelo Díaz, Carlos Abel
Jarpa; José Miguel Ortiz, Eugenio Tuma y Patricio Vallespín.

ROBERTO FUENTES INNOCENTI
Secretario de la Comisión
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